
 Publicación      

 Soporte      

 Circulación      

 Difusión

 Audiencia

 El Periódico de Cataluña
 General, 22

 Prensa Escrita

 75 784

 57 709

 326 000

 Fecha

 País

 V. Comunicación

 Tamaño

 V.Publicitario

 21/09/2020

 España

 56 564 EUR (66,969 USD)

 523,17 cm² (83,9%)

 22 513 EUR (26 655 USD) 

Los expertos ven difícil  demostrar la responsabilidad penal de los gobiernos por la pandemia  H  Las 

residencias o la falta de material  de los sanitarios son las cuestiones a las que auguran mayor recorrido

Los frentes judiciales del virus
GESTIÓN DEL COVID-19

MIRIAM RUIZ CASTRO 

MADRID

Homicidio imprudente, omisión 
del deber de socorro, prevarica-
ción administrativa… La pande-
mia ha dejado en los tribunales 
decenas de querellas y denuncias 
por la gestión de la crisis sanita-
ria. Solo en el Tribunal Supremo 
había 51 a 22 de julio. En el punto 
de mira están las medidas toma-
das por los diferentes gobiernos, 
central y autonómicos, y la bús-
queda de responsabilidades más 
allá del virus por los miles de 
muertos. Sobre las querellas que 
llegaron al alto tribunal, la fisca-
lía ya ha informado en contra de 
su tramitación y está pendiente 
de pronunciarse sobre las denun-
cias. Ahora la decisión está en 
manos de los jueces de la Sala Se-
gunda. 

«Gestionar mal no es delito. Y 

no es lo mismo responsabilidad 

política que responsabilidad pe-

nal». Así de contundente se mues-
tra el abogado penalista José Ma-
ría de Pablo sobre la postura de la 
fiscalía. La vía penal ya se abrió en 
la Comunidad de Madrid, donde 
la jueza archivó la investigación 
contra el delegado del Gobierno 
al concluir que «no tenía conoci-

miento del riesgo que para la sa-

lud de las personas entrañaba la 

realización de manifestaciones». 
De Pablo recuerda que, en Dere-
cho, «la mera lógica no vale, hay 

que probar los hechos». «Que fue 

imprudente permitir manifesta-

ciones es evidente, pero aunque 

haya muerto gente por culpa de 

esa manifestación es imposible 

probarlo», insiste. 
Tampoco les ve «ningún reco-

rrido» el catedrático de Derecho 
Penal Javier Álvarez. «O no lo vie-

ron venir o no le dieron la grave-

dad que tenía, pero eso no es una 

conducta criminal», señala. Y en 
la misma línea se expresa Alberto 
González, de AGM abogados, pa-
ra quien la vía penal en estos ca-
sos es «realmente complicada». 
Aunque González recuerda que 
«la decisión del fiscal no es vincu-

lante para los jueces, que son los 

que tendrán que decidir» si hay 
indicios de delito en algún caso, 
en su opinión «las querellas es-

tán presentadas prospectiva-

mente y de una manera bastante 

genérica, sin acreditar qué he-

chos u omisiones concretos de-

terminan ese rosario de delitos 

que se imputan, que incluyen 

hasta conductas genocidas».  
Entre los juristas consultados 

hay unanimidad. El abogado pe-
nalista Eduardo Luna cree que «el 

recorrido judicial en vía penal es 

prácticamente inexistente». Para 
Luna, el problema de este tipo de 
procesos penales es la personali-
zación: «El Código Penal excluye 

a los estamentos públicos de la 

responsabilidad penal de la per-

sona jurídica, por lo que habría 

que individualizarlo en una perso-

na en concreto». Además, recuer-
da que el Derecho Penal es «la úl-

tima ratio», al que se acudo cuan-
do ya se hayan agotado el resto de 
vías. «Intentamos cuadrar en el 

Código Penal todo aquello con lo 

que no estamos de acuerdo. Es-

tamos ante el derecho penal del 

enemigo», denuncia. 
La doctora en Derecho Penal 

Mercedes García cree que son 
querellas «absolutamente dispa-

ratadas» y «no tienen el menor re-

corrido». «Encajar los errores po-

líticos o las faltas de previsión en 

responsabilidad penal es una 

pretensión propagandística», sos-

Justicia de Valencia ha citado co-
mo investigados al director ge-
rente del área de salud del Hospi-
tal General de Alicante y a la di-
rectora general de Recursos Hu-
manos de la Conselleria de Sani-
dad por un presunto delito con-
tra los derechos de los trabajado-
res y derecho a la seguridad e hi-
giene en el trabajo. Mercedes Gar-
cía insiste en que estos tipos pe-
nales requieren dolo, «no querer 

proporcionar los medios necesa-

rios». «Y aquí hay una cosa ele-

mental: no se proporcionaron 

porque no se tenían», insiste la ju-
rista, que defiende que todo esto 
debe enmarcarse en la crítica po-
lítica. 

Drama en las residencias 

Un juzgado de Leganés ha inad-
mitido a trámite una querella de 
familiares contra la presidenta 
regional, Isabel Díaz Ayuso, y el 
consejero de Sanidad, Enrique Es-
cudero, por la gestión de las resi-
dencias de ancianos. En el auto al 
que accedió Europa Press se seña-
la que los hechos se basan en 
«meras conjeturas» y que el co-
vid-19 es «una enfermedad nueva 

de la que poco o nada se sabía en 

el mes de marzo».  
Las residencias son el otro 

gran frente judicial del coronavi-
rus. A 20 de julio, última actuali-
zación de la fiscalía, mantenía 
abiertas 228 diligencias de inves-
tigación penal en residencias, 
más de un centenar en Madrid. 
Para Javier Álvarez «se impone 

una investigación en profundidad 

de ese tema». «Tenemos los rela-

tos de la Unidad Militar de Emer-

gencias. Es ineludible», indica. El 
catedrático cree que «si se tomó 

la decisión de marginar a los an-

cianos de residencias de la aten-

ción sanitaria, esto suena a algo 

muy feo, casi se escribe con la 

palabra eugenesia». 
González considera que «la vía 

contencioso administrativa po-

dría ser la más exitosa para de-

terminar la responsabilidad de 

las administraciones», especial-
mente en los casos de las residen-
cias de mayores. La complicación 
podrían ser las responsabilidades 
cruzadas tras los decretos del es-
tado de alarma y, como señaló la 
justicia en Leganés, valorar qué 
conocimientos de la pandemia se 
tenían en marzo. Sobre la respon-
sabilidad patrimonial del Estado, 
García recuerda que es un proce-
dimiento muy largo y que sí po-
dría tener más recorrido. H

tiene. 
De Pablo ya apuntó en el mes 

de mayo a que las únicas causas a 
las que veía recorrido eran las re-
lacionadas con delitos contra los 
trabajadores por infracción de 
normas de prevención laboral, 
una postura que sigue mante-

niendo. «El tipo objetivo se cum-

ple», insiste. El Código Penal reco-
ge en su artículo 316 penas y mul-
tas para quienes no faciliten los 
medios necesarios para que los 
trabajadores desempeñen su acti-
vidad con las medidas de seguri-
dad e higiene adecuadas. «Es un 

hecho que a los sanitarios no se 

les dio el material adecuado, pero 

para que sea delito tuvo que exis-

tir la posibilidad de darles ese 

material y que no se les propor-

cionara por negligencia; enton-

ces sí podría haber una respon-

sabilidad penal», explica. 

Contra los trabajadores 

Coincide el penalista Luna en ver 
más visos de prosperar a «todos 

esos hospitales de gestión públi-

ca o privada que han obligado a 

sus trabajadores a hacer frente a 

la pandemia sin dotarlos de los 

epis necesarios». «Este delito 

contra los trabajadores es fácil-

mente individualizable en el ge-

rente concreto del hospital», ex-
plica Luna, que insiste en que la 
defensa aquí será alegar «la impo-

sibilidad sobrevenida».  
Entre las que tiene sobre la 

mesa el Supremo las hay que van 
en esta dirección, como la del sin-
dicato de funcionarios CSIF, Con-
sejo General de Enfermería o la 
Confederación Estatal de Sindica-
tos Médicos (CESM), entre otros. 
También el Tribunal Superior de 

«Gestionar mal no 

es delito»,  dice con 

contundencia el 

abogado laboralista 

José María de Pablo

33 Salvador Illa, Pedro Sánchez y Fernando Simón, durante una reunión en la Moncloa.
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